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	TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

	EXP. 133/2026-3

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA SECRETARIA DE  SEGURIDAD PÚBLICA Y PROTECCION CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUSI POTOSÍ, S.L.P

	MAGISTRADO 
LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA LICENCIADO ROLANDO MARTIN ORELLANA ORTIZ




San Luis Potosí, S. L. P., dieciséis de junio de dos mil veintiséis.  
V I S T O S, para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 133/2026-3 promovido por el C. ********** contra actos de la Comisión de Honor y Justicia de la de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí; y

RESULTANDO
I.- Con fecha once de febrero de dos mil veintiséis, compareció el ********** **********señalando como autoridad demandada la siguiente; Comisión de Honor y Justicia de la de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí;   por la nulidad del siguiente acto: 
 “… la resolución contenida en el expediente número ********** de fecha 05 de agosto de 2025…..”

II.- Por auto de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a sus intereses conviniera.

III.- Por proveído de fecha seis de abril de dos mil veintiséis, se tiene a Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, por conducto de su representante el Titular de la Secretaría de Seguridad Y Protección Ciudadana  por contestando la demanda, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia de los escritos de contestación, se admitieron las pruebas de las partes y se requiere a la parte actora  para que en un término de cinco días hábiles contados a partir de que surta efectos la notificación exhiba copia del expediente administrativo número **********, del índice de la actora apercibida que de no hacerlo traerá como consecuencia el desechamiento de la probanza en cuestión. 

IV.- Por proveído de fecha veintinueve de abril de dos mil veintiséis  se tiene a la parte actora por no cumpliendo, y se le hace efectivo el apercibimiento formulado en auto de fecha seis de abril de dos mil veintiséis y se desecha la prueba consistente en el expediente administrativo número  **********, así mismo se señala y se fija hora para la celebración de audiencia de ley.

V.-Con fecha veintiséis de mayo de dos mil veintiséis, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la baja o cese  y terminación de la carrera Policial que desempeñaba la parte actora como elemento activo de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí. S.L.P donde se ejerce jurisdicción.

Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado…”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y  la relación jurídico administrativa que le unía con la parte demandada, con el alta como agente operativo adscrito a la Dirección de Policía  de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal  de San Luis Potosí, expedido a su nombre de fecha 16 de agosto de 1996, signado por el C Alejando Flores Balderas, Director General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, visible en fojas 10 de este sumario.

De igual forma, la personalidad y legitimidad se encuentra legitimada con copia certificada del nombramiento de Juan Antonio de Jesús Villa Gutiérrez como Titular de la Secretaria de Seguridad Pública y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí S.L.P., misma que se encuentra visible en foja 28 de este sumario; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio, lo constituye la resolución contenida en el expediente número **********, de fecha 05 de agosto de 2025, donde establece la baja o cese y terminación de la carrera policial del **********cargo que desempeñaba como elemento activo de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí. S.L.P. el cual refiere le fue comunicado el día 02 de enero de 2026, mediante resolución emitida de fecha 5 de agosto de 2025.

En ese sentido, la existencia del acto controvertido se acredita con el documento que, en original, se localiza en los presentes autos a fojas 11 a la 16, pues éste consiste en la Resolución a que hace referencia la Actora, mediante la cual, ciertamente, se decretó su separación extraordinaria como elemento de seguridad pública municipal y cuya documental goza de valor probatorio pleno de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 90, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, dado que se trata de un documento público emitido por una Autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su alcance a la misma, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
De las constancias de los autos se advierte que la autoridad demandada no planteó causa de improcedencia alguna, y esta Sala Unitaria no advierte que se actualice alguna de las hipótesis previstas en los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 229, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por el actor. 

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan a fojas 5 a la 7 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”
SEXTO.- A juicio de esta Sala resulta fundado el primero conceptos de impugnación que hace valer el actor en su escrito inicial de demanda, como enseguida se explica.

El actor refiere que el acto impugnado la autoridad demandada, no fundó ni motivó debidamente la causa de la separación, pues omite señalar y demostrar, qué exámenes fueron objeto de los análisis para arribar a la conclusión que no los aprobé.

Por otro lado, sostiene: “resulta evidente que la resolución que se impugna adolece de la debida motivación, pues solo se basa en sendos oficios que dicen contienen los resultados de las evaluaciones, se me califica como no apto y en base a ello, la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del municipio de San Luis potosí, decreta el cese de mi nombramiento como policía al servicio de dicha Secretaria de Seguridad Publica, sin que se hubiese hecho una ponderación valorativa a los supuestos exámenes que integran el proceso de evaluación […] es por ello que se afirma valederamente , que la resolución que se recurre, adolece de la debida motivación y siendo ello así, falta uno de los requisitos a que se refiere la fracción II del artículo 165 en relación con la fracción del artículo 164 del Código Procesal Administrativo del estado de San Luis Potosí, en consecuencia, la nulidad de la resolución que se reclama es procedente de acuerdo a los dispuesto por el articulo 167del Código Procesal Administrativo antes mencionado, pues la Comisión de Honor y Justicia en la resolución que se combate, omite exponer las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para la emisión del acto, amen de que no basta con que existan los elementos de la debida fundamentación y motivación por separado, sino que, además, se requiere una adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir la autoridad debe demostrar que el caso particular encuadra perfectamente en la hipótesis prevista por la ley”; y añade el actor: “La falta de Motivación en el dictamen de control y confianza suele ser genérico, pues la autoridad no explica cuáles fueron los hechos exactos que me hacen no apto, pues el resultado “No Apto” es un juicio de valor, no una prueba plena si no viene acompañado de los hechos que lo sustentan. En tales condiciones, existe violación a la Presunción de Inocencia y al separárseme del cargo basándose en un examen secreto me dejan en estado de indefensión, violando el debido proceso legal”.
La impugnación planteada por la parte actora resulta esencialmente fundada, dado que la resolución impugnada no se encuentra debidamente fundada y motivada, como lo mandata el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 164, fracción V, y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo anterior con sustento en el criterio Jurisprudencial, que a continuación se transcribe:

“Octava Época; Registro: 219034; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Núm. 54, Junio de 1992; Materia(s): Común; Tesis: V.2o. J/32; Página: 49. 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.”
Corolario con lo anterior, conviene destacar que el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado impone de manera expresa, entre otras, la obligación a cargo de la Comisión de Honor y Justicia, de fundar y motivar debidamente las resoluciones definitivas que dicte dentro de los Procedimientos Administrativos que instaure en contra de los elementos de seguridad pública.

Para una mejor claridad del asunto se trascribe el contenido  del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, fracción VII, que es del tenor siguiente.

Artículo 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.
En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento:”

(I…VI)

“VII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá al probable infractor el derecho de defenderse por sí o por conducto de su abogado defensor; concluida ésta se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción.

La Comisión de Honor y Justicia dentro de los diez días hábiles siguientes deberá emitir la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución.

Al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos.

En el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados.

La resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas…”
En esta tesitura, la obligación que tiene la autoridad de expresar con precisión el ordenamiento jurídico aplicable, y las causas que dieron origen al acto de autoridad, tiene como objetivo brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de la Autoridad Administrativa, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la Autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para defender sus intereses, rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por ella, y alegar en contra de su argumentación jurídica; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a las Autoridades del deber de fundar y motivar con precisión sus determinaciones, colocaría en estado de indefensión al gobernado, pues se vería imposibilitado para defenderse si estima que se le afectan sus derechos.

En el caso concreto, obra a fojas 11 a la 16 de autos la resolución de fecha 05 de agosto de 2026 emitida dentro del expediente **********, por la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí mediante la cual, se determinó la Baja o Cese, y Terminación de la Carrera Policial del C. **********; documental ya valorada con anterioridad.

Del contenido de la citada documental se advierte que la autoridad demandada determinó separar al C. **********de las funciones que desempeñaba como elemento de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, en razón de no haber aprobado los exámenes de control y confianza a los que fue sometido, destacando como consideraciones torales las siguientes:

I.- En primer término, la Autoridad Demandada afirma que en el Procedimiento de remoción iniciado en perjuicio de la parte actora, se encuentra plenamente acreditada, el incumplimiento de los requisitos de permanencia al no aprobar los procesos de control y confianza, así como la comprobación plena de esa causal.

Para arribar a tal conclusión, la Autoridad Demandada tomó en consideración que el día 07 de marzo de 2024, se recibió el oficio **********, emitido por el Titular del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado, en el que se informó que C. **********, resulto NO APROBADO, derivado de la evaluación de permanencia; situación que se contrapone a lo dispuesto por el artículo 65, fracción VI de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, pues éste establece como requisito de permanencia en las instituciones policíacas, aprobar los procesos de evaluación de control de confianza.
En ese sentido, la Autoridad Demandada aseveró que en el Procedimiento Administrativo instruido en contra del ahora actor, se hallan reunidos los elementos para que proceda su separación como elemento de seguridad pública.

II.- Posteriormente, la Autoridad Demandada señala que derivado de la constancia emitida por el Centro de Estatal de Evaluación y Control de Confianza, el documento en si cumple con todos los requisitos legales para probar su contenido.   
III.- En consecuencia, la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí S.L.P., determinó la Baja o Cese y Terminación de la Carrera Policial al ahora actor, de las funciones que desempeñaba como elemento de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, por haberse demostrado que no aprobó los exámenes de control y confianza que se le practicaron.

En ese tenor, no obstante que conforme al principio constitucional invocado con antelación, se impone como obligación a la autoridad señalar de manera exacta las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tuvieron en consideración para su emisión;  en la resolución impugnada, la autoridad demandada determinó separar al actor de sus funciones como elemento de seguridad pública municipal, sin motivar correctamente su actuación, habida cuenta que determinó la Baja o Cese y Terminación de la Carrera Policial aquí impugnada, en razón de que el actor no aprobó los exámenes de control y confianza a los que fue sometido, siendo omisa en desarrollar, en primer término, cuáles fueron los exámenes que se le practicaron al actor, y en segundo término, cuál o cuáles de esas evaluaciones, fueron en los que resultó no aprobado y con base en qué lo determina así.
Es decir, si bien es cierto que la autoridad demandada denunció que el actor no aprobó el proceso de evaluación al que fue sometido, no menos cierto es, que esa no es suficiente justificación para haberlo separado de sus funciones, puesto que la sola emisión del oficio **********, emitido por el Titular del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado, en el que se informó que C. ********** resulto NO APROBADO derivado del proceso de control de confianza al que fue sometido; no implica que no deba informarse al evaluado cuáles fueron los aspectos que no aprobó y proporcionarse las constancias atinentes a cada una de las evaluaciones a las cuales fue sometido, con la finalidad de que tenga verdadera posibilidad de controvertir su sentido y de esa manera garantizar su derecho de defensa; máxime que conforme a lo señalado por la autoridad demandada en la resolución impugnada, dicha información fue solicitada dentro del procedimiento administrativo disciplinario por el mismo actor. 
Apoya esta conclusión el criterio que enseguida se transcribe:

Registro digital: 2013585

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: IV.1o.A.54 A (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo IV, página 2700

Tipo: Aislada

REMOCIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO POR NO APROBAR EXÁMENES DE CONTROL DE CONFIANZA. ES NECESARIO DARLOS A CONOCER EN EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDADES.   De los artículos 66, 239, fracción XX, del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de Monterrey, así como del artículo 65 de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Nuevo León, se desprende que la prueba de control de confianza tiene como objeto contar con elementos confiables y honestos que actúen con apego a la legalidad y a la ética profesional; y, que, en caso de no acreditarla, lo procedente es remover al servidor público sin responsabilidad para la dependencia que labore; y, además, que dicha circunstancia se haga constar en el Registro Estatal del Personal de Seguridad Pública; lo que tiene como finalidad la publicidad entre los órganos de seguridad, de los nombres de las personas que no son aptas para el servicio público. Por tanto, con la remoción de un elemento, por la no aprobación de los exámenes de control de confianza, se pone en entredicho la capacidad, aptitud, confiabilidad, honradez y dignidad de la persona para permanecer en el servicio público, de lo que resulta que la afectación incide de modo grave y trascendente a su honor y fama pública. Entonces, para justificar dicha remoción, es necesaria la demostración plena de no confiabilidad y/o deshonestidad del elemento policiaco, en el procedimiento administrativo de responsabilidad instaurado con motivo de la no aprobación de dichos exámenes; para lo cual, es menester que se le den a conocer las razones de la no aprobación, a fin de que esté en posibilidad de realizar una adecuada y oportuna defensa de sus intereses, con la amplitud que en la garantía de audiencia se prevé; esto es, con la posibilidad de exponer argumentos y ofrecer pruebas, bajo las formalidades esenciales de un procedimiento; ya que de lo contrario se vulneraría en su perjuicio, no sólo su derecho de audiencia, sino también los derechos fundamentales inherentes a la honra y a la dignidad, que establecen los artículos 1, 2 y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José". En esos términos, ante dicha remoción, sin el respeto a la garantía de audiencia, es necesario reponer el procedimiento administrativo, pues sólo así, el servidor público se encontrará en aptitud de redargüir los motivos que ponen en entredicho su honestidad y confiabilidad, ya que en el ámbito del servicio público, el acto de autoridad tendrá un efecto estigmatizador sobre su calidad moral y ética profesional, con la inscripción en el Registro Estatal del Personal de Seguridad Pública.

Asimismo, sirve de sustento a lo anterior el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.

“Época: Décima Época, Registro: 2004800, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 3, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.1o.A.17 A (10a.), Página: 1904 

SERVICIO DE CARRERA DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA FEDERAL. CUANDO LA QUEJA QUE DÉ INICIO AL PROCEDIMIENTO DE SEPARACIÓN CORRESPONDIENTE, DENUNCIA QUE UN AGENTE DE LA POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL NO APROBÓ LOS EXÁMENES DE CONTROL DE CONFIANZA, EL SECRETARIO GENERAL INSTRUCTOR DEL CONSEJO DE PROFESIONALIZACIÓN DEBE REQUERIRLOS AL CENTRO DE EVALUACIÓN Y DESARROLLO HUMANO

De la interpretación de los artículos 35, fracción II, inciso e), 46, fracción II, inciso a) y 47 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, así como 117 y 118 del Reglamento del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, se advierte que el legislador consideró que la falta de cumplimiento de algún requisito de permanencia en la Policía Federal Ministerial será causa de terminación del Servicio Profesional de Carrera Ministerial, Policial y Pericial, previo desahogo del procedimiento de separación, que deberá ser iniciado por el superior jerárquico del servidor público mediante queja presentada ante el Consejo de Profesionalización de la Procuraduría General de la República, la cual se deberá acompañar, por regla general, de los documentos y pruebas correspondientes. Sin embargo, en los casos en que la causa del procedimiento sea la no aprobación de las evaluaciones de control de confianza o del desempeño, ante la imposibilidad de que el superior jerárquico del servidor público investigado exhiba dichos exámenes, por tratarse de información confidencial que se encuentra en custodia del Centro de Evaluación y Desarrollo Humano, al ser el encargado de su aplicación, calificación y valoración, entonces corresponderá al secretario general instructor requerir a dicho centro las copias certificadas del expediente que contenga los exámenes practicados al miembro del servicio de carrera pues, de conformidad con los artículos 56 y 57, último párrafo, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, sólo puede ser proporcionada cuando se requiera en los procedimientos administrativos o judiciales que al efecto se tramiten, a fin de que el servidor público interesado esté en aptitud de defender sus intereses en términos del artículo 14 constitucional.”

Además de lo anterior, conviene destacar que el citado artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, reconoce expresamente el principio de presunción de inocencia, conforme al cual la carga de la prueba se desplaza a la autoridad acusadora en atención al derecho al debido proceso, de tal manera que, al desplazar la carga de la prueba a la autoridad administrativa a esta corresponde acreditar con pruebas suficientes las imputaciones que se formulan y, en su oportunidad determinar  de manera fundada y motivada el sentido de su resolución. 

De lo establecido con antelación se infiere que el acto aquí impugnado, adolece del principio de Motivación, conforme a los extremos señalados en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, pues la emisora no explica de manera precisa las causas y razonamientos lógicos y jurídicos que tomó en consideración para determinar la Baja o Cese y Terminación de la Carrera Policial del actor, de su empleo; toda vez que determinó la separación de funciones aquí impugnada, en razón de que el actor no aprobó los exámenes de control y confianza a los que fue sometido, sin señalar cuáles fueron los exámenes que se le practicaron y cuál o cuáles de esas evaluaciones, fueron en los que resultó no aprobado, situación que deja al particular en estado de indefensión al desconocer los elementos que tomo en cuenta la autoridad para determinar su separación extraordinaria lo que transgrede el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Ley Fundamental.
Resulta aplicable, la siguiente jurisprudencia:

Registro digital: 2008560

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: I.1o.A. J/4 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, Tomo III, página 2168

Tipo: Jurisprudencia

ACUERDO DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE SEPARACIÓN DE LA POLICÍA FEDERAL. PARA RESPETAR LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO DEBE HACERSE CONSTAR EN ESE DOCUMENTO, CUÁLES SON LOS HECHOS O CONDUCTAS QUE DAN ORIGEN AL PROCEDIMIENTO, ESTO ES, LOS EXÁMENES DE CONTROL DE CONFIANZA NO APROBADOS.   De la interpretación sistemática de los artículos 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 31 de la Ley de la Policía Federal; 125, 142 y 143 del Manual del Consejo Federal de Desarrollo Policial de la Policía Federal, se advierte que para respetar los derechos de audiencia y debido proceso no basta que, formalmente, el ordenamiento objetivo establezca un plazo para que el interesado plantee su defensa; que contenga la posibilidad de ofrecer y desahogar medios de convicción, o bien, que en el propio acto de inicio se le autorice a consultar el expediente administrativo respectivo, sino que es necesario que en el acto que se notifica, es decir, en el acuerdo de inicio del procedimiento, se den a conocer y se precisen los hechos o conductas infractoras que se atribuyan, a fin de que el gobernado esté en posibilidad de realizar una adecuada y oportuna defensa de sus intereses. Por tanto, en los casos en que el procedimiento administrativo de separación se instruya con motivo de la no aprobación de los exámenes de control de confianza, es necesario que la autoridad informe con toda precisión los hechos o conductas que den origen a tal procedimiento, esto es, los exámenes que no aprobó, sin que baste que informe que el servidor público resultó no apto en el proceso de evaluación.

Así las cosas, este Tribunal concluye que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos  164 fracción V, 167 párrafo primero, y 249, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de San Luis Potosí Administrativa del Estado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto administrativo impugnado, y en consecuencia, la NULIDAD TOTAL de la resolución dictada el día 05 de agosto de 2025, por la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí S.L.P., dentro del expediente número **********, instruido en perjuicio de C. **********, mediante la cual se determinó la Baja o Cese y Terminación de la Carrera Policial del actor, funciones que desempeñaba como  como elemento de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí; toda vez que el documento aludido carece de la debida motivación jurídica, de conformidad con los razonamientos anteriormente expuestos, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución Federal y los artículos 164, fracción V, y 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el 126, fracción VII, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la Parte Actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del  Segundo Circuito, que a la letra dice:

Octava Época; Registro: 220006; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Tomo IX, Marzo de 1992; Materia(s): Común; Tesis: II.3o. J/5; Página: 89. 

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de violación vertidos en la demanda de amparo.

Ahora bien, toda vez que la actora impugna la ilegalidad de la resolución mediante la cual se determina su baja o cese; y tomando en cuenta la imposibilidad de regresar las cosas al estado en que se encontraban previo a la violación de sus derechos, por existir una restricción constitucional expresa, no es posible ordenar la reposición del procedimiento, sino que como consecuencia de la ilegalidad decretada, se debe ser de constreñir a la autoridad demandada a resarcir el derecho del que se vio privado la accionante; en tal virtud, la reparación integral consiste en ordenar a la autoridad administrativa: el pago de la Indemnización Constitucional y demás prestaciones a que tenga derecho, debidamente actualizadas.
A tal efecto cobran relevancia los criterios contenidos en  las Tesis de Jurisprudencia que se transcriben a continuación:

 “MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN CON MOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE TERMINACIÓN INJUSTIFICADA DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE EL PAGO DE TRES MESES DE SUELDO Y VEINTE DÍAS POR AÑO LABORADO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN XXII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL).- El artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, prevé el derecho al pago de una indemnización en caso de que la autoridad jurisdiccional resuelva que fue injustificada la separación o cualquier vía de terminación del servicio de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y Municipios, a fin de no dejar en estado de indefensión al agraviado, ante la prohibición absoluta de reincorporarlo al servicio, pero no establece la forma en que se integrará su monto. Ante esta circunstancia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 2401/2015, del que derivó la tesis 2a. II/2016 (10a.), abandonó el criterio que sostenía anteriormente, para establecer que ese derecho constitucional en favor del servidor público debe hacerse efectivo mediante la aplicación de las normas constitucionales y legales que, por analogía, resultan aplicables al caso, lo que en sentido estricto no es una aplicación supletoria de ordenamientos de carácter laboral, pues se desconocería el régimen excepcional y la naturaleza administrativa de la relación que rige el servicio de los miembros de las instituciones policiales y el Estado, en atención a lo cual ese pago debe efectuarse en términos de lo que disponga la ley especial y, en caso de que ésta no prevea los parámetros suficientes para que se pueda fijar correctamente el monto de ese concepto, se aplicará lo señalado en la Constitución Federal, dado que en su artículo 123 se contienen las garantías mínimas que deberán respetarse en las relaciones de trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el público. Por lo cual, concluyó que debe acudirse al apartado A, fracción XXII, de ese numeral, el cual prevé la indemnización para los casos en que el trabajador fuese separado de su empleo sin mediar causa justificada y el patrón no esté obligado a la reinstalación, cuyo pago debe hacerse en un parámetro que comprende, por disposición legal, tres meses de salario y veinte días por cada año laborado, puesto que es el mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los daños y perjuicios que se le provocaron con el despido ilegal. Por tanto, para fijar el monto de la indemnización cuando un servidor público, en términos de la fracción XIII del apartado B del precepto indicado sea separado de la función pública que desempeñaba y, seguido el proceso legal, la autoridad jurisdiccional resuelva que no existió causa justificada para el cese, remoción o cualquier forma de terminación de la relación administrativa, sin posibilidad de optar por la reinstalación debe aplicarse, por analogía, la fracción XXII del apartado A citada, en el sentido de que la indemnización que debe cubrir el Estado incluye el pago de tres meses de sueldo, más veinte días por año efectivo de servicios, salvo que exista una norma específica en el ordenamiento federal o local, según corresponda, que estatuya una indemnización mayor.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.”
 “SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.- El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo correspondiente no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del Constituyente Permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni ha de llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.  - 
En consecuencia a efecto de restituir al Actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 del citado Código, se ordena a las Autoridades Demandadas que:

1.- Pague al Actor la indemnización a que se refiere el artículo 123, apartado B fracción XIII segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; misma que está definida en tres meses del último salario percibido y veinte  días por cada año laborado, de acuerdo a lo que dispone el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
2.- Paguen al Actor las demás prestaciones a que tiene derecho, entendidas éstas como el sueldo base, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de su servicio, de acuerdo a lo que dispone el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 54 y 117 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.; desde que le fueron dejados de pagar sus percepciones como elemento perteneciente a la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí; hasta por un periodo máximo de seis meses.
En el entendido de que el concepto de demás prestaciones a que tenga derecho, incluye todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el Actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones, o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, de manera actualizadas.
3.- Se ordena también a las autoridades demandadas con la finalidad de resarcir integralmente a la parte actora en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado que se declaró ilegal, además del pago de la indemnización correspondiente y de las prestaciones a que tiene derecho lo siguiente:  Hacer la anotación en el expediente personal del actor resguardados en el Registro Nacional de Seguridad Publica  y en el Estatal de personal de la Secretaria de Seguridad Publica y de Protección Ciudadana del Estado, de que fue separado, destituido o cesado de manera injustificada, pero que derivado de la restricción constitucional establecida en la fracción XIII, apartado B, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no fue posible reinstalarla en su cargo.

**********Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia Época: Décima Época, Registro: 2012722,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, Octubre de 2016, Tomo I, Materia(s): Común, Administrativa, Tesis: 2a./J. 117/2016 (10a.), Página: 897, que dice: 
“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN SEDE JURISDICCIONAL CUANDO SE ADVIERTAN VIOLACIONES PROCESALES, FORMALES O DE FONDO EN LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE DECIDE SEPARARLOS, DESTITUIRLOS O CESARLOS.- Conforme a lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 103/2012 (10a.) (*), de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. LA SENTENCIA EN LA QUE SE CONCEDE EL AMPARO CONTRA LA SEPARACIÓN, REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE TERMINACIÓN DEL SERVICIO DE MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE AUDIENCIA, DEBE CONSTREÑIR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE A PAGAR LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL QUEJOSO TENGA DERECHO.", cuando el quejoso impugne en amparo directo la ilegalidad de la resolución definitiva, mediante la cual haya sido separado del cargo que desempeñaba como servidor público de una institución policial, por violaciones procesales, formales o de fondo en el procedimiento administrativo de separación; tomando en cuenta la imposibilidad de regresar las cosas al estado en el que se encontraban previo a la violación, por existir una restricción constitucional expresa, no debe ordenarse la reposición del procedimiento, sino que el efecto de la concesión del amparo debe ser de constreñir a la autoridad responsable a resarcir integralmente el derecho del que se vio privado el quejoso. En estos casos, la reparación integral consiste en ordenar a la autoridad administrativa: a) el pago de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho, y b) la anotación en el expediente personal del servidor público, así como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que éste fue separado o destituido de manera injustificada.” 

 [Énfasis añadido]
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 255  del Código de Procedimientos Administrativos para el estado de San Luis Potosí, que establece en su tercer párrafo que “las Sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno”, y con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo, se previene a la Autoridad Demandada Comisión de Honor y Justicia de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí S.L.P., para que dentro de los diez días siguientes al en que reciban el oficio de notificación de la presente sentencia favorable a la Parte Actora, informen sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la Parte Actora de lo proveído para su cumplimiento.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracciones I y IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se; 
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, y en consecuencia, la NULIDAD TOTAL de**********la resolución dictada el cinco de agosto de dos mil veinticinco, por los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia de la Secretaria de Seguridad Pública y Protección Ciudadana de del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., dentro del expediente administrativo número **********, por las razones expuestas en el Considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

